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1. COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA

1.1. DISPOSICIONES GENERALES
1.1.1. Leyes Forales y Decretos Forales 

Legislativos

LEY FORAL 1/2015, de 22 de enero, por la que se modifica la Ley 
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos, para la in-
troducción de cláusulas sociales en los pliegos de cláusulas 
administrativas.

LA PRESIDENTA DEL GOBIERNO DE NAVARRA.
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguien-

te:
LEY FORAL POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY FORAL 6/2006, 

DE 9 DE JUNIO, DE CONTRATOS PÚBLICOS, PARA LA INTRODUC-
CIÓN DE CLÁUSULAS SOCIALES EN LOS PLIEGOS DE CLÁUSULAS 
ADMINISTRATIVAS.

Exposición de Motivos

En un estado social, el establecimiento de unas condiciones mínimas 
de vida que posibiliten el desarrollo de las personas es un objetivo que 
debe estar presente en la actuación de los poderes públicos.

La crisis económica está teniendo un efecto muy negativo en el merca-
do laboral. El paro ha aumentado y las condiciones de trabajo de quienes 
tienen empleo están sufriendo, en muchos casos, recortes importantes.

Ante esta situación, es interés de este Parlamento tratar de buscar 
fórmulas que doten de la mayor estabilidad posible al mercado laboral de 
la Comunidad Foral de Navarra. En ese sentido, la contratación pública es 
una actividad económica relevante en la que los poderes públicos pueden 
incidir, imponiendo unas condiciones mínimas de contratación. Hay muchas 
personas que trabajan en empresas privadas que prestan trabajo para el 
sector público de manera indirecta, a través de contrataciones realizadas 
al amparo de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos.

Es, precisamente, la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos 
Públicos, la que recoge mecanismos que permiten introducir en la contra-
tación pública requerimientos pormenorizados de carácter social.

En este contexto, se considera necesaria la introducción de meca-
nismos que aborden dos de las problemáticas que afectan directamente 
a los trabajadores y trabajadoras de la Comunidad Foral que trabajan en 
empresas que son contratistas del sector público navarro. Por un lado, la 
incertidumbre sobre las condiciones de trabajo aplicables, que se aborda 
estableciendo como mínimas, por entenderlas suficientes y equitativas, 
las condiciones del último convenio colectivo sectorial del ámbito más 
inferior existente en el sector en el que se encuadra la actividad de la 
empresa contratista; por otro, la inestabilidad en el empleo que afecta a 
aquellos trabajadores y trabajadoras cuya expectativa laboral se encuentra 
unida a la duración del contrato público firmado por su empleadora, que 
se aborda exigiendo el mantenimiento del empleo a pesar del cambio en 
la empresa contratista.

Para ello, se establece como contenido mínimo obligado la incorpo-
ración al proceso de contratación de determinados requerimientos de 
carácter social. Esta exigencia se materializará a través de los pliegos de 
condiciones que regirán el proceso de adjudicación de los que forme parte 
el sector público de la Comunidad Foral de Navarra. En ellos se incluirán, 
como requerimientos de carácter social, la obligación de respetar como 
mínimo las condiciones del convenio sectorial de ámbito más inferior y 
de subrogar a los trabajadores y trabajadoras cuando se produzca un 
cambio de empresa contratista o esa empresa contratista subcontrate su 
actividad con terceros.

Los incumplimientos acreditados de las mencionadas cláusulas so-
ciales podrán dar lugar a la rescisión del contrato.

Artículo 1.  Objeto.
Constituye el objeto de esta ley foral el establecimiento de requeri-

mientos de carácter social que, sin perjuicio de otros que deban o pudieran 
establecerse, deben incorporarse con carácter obligatorio en los procesos 
de contratación llevados a cabo por los órganos de contratación de las enti-
dades que integran el sector público de la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 2.  Ámbito objetivo de aplicación.
Las disposiciones de esta ley foral serán de aplicación a todas aque-

llas contrataciones que celebren las entidades del sector público de la 
Comunidad Foral de Navarra, a que se refiere el artículo 3 de la Ley Foral 
6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos.

Artículo 3.  Se modifica el artículo 49 de la Ley Foral 6/2006, de 9 de 
junio, de Contratos Públicos, cuya redacción queda como sigue:

“Artículo 49.  Requerimientos de carácter social o medioambiental 
en la ejecución de los contratos.

1.  Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán incluir 
los requerimientos pormenorizados de carácter social o medioambiental 
sobre el modo de ejecutar el contrato que sean adecuados a sus carac-
terísticas, tales como la recuperación o reutilización de los envases y 
embalajes o productos usados; la eficiencia energética de los productos 
o servicios; el suministro de productos en recipientes reutilizables; la re-
cogida y reciclado de los desechos o de los productos usados a cargo del 
contratista; la obligación de dar trabajo a desempleados de larga duración; 
la organización a cargo del contratista de actividades de formación para 
jóvenes y desempleados; la adopción de medidas de promoción de la 
igualdad de sexos o de medidas de integración de los inmigrantes; la 
obligación de contratar para la ejecución del contrato a un número de per-
sonas discapacitadas superior al legalmente establecido y otros análogos.

2.  Dichos requerimientos no podrán constituir especificaciones 
técnicas, criterios de selección o criterios de adjudicación encubiertos ni 
tener carácter discriminatorio, de tal forma que cualquier licitador dotado 
de solvencia técnica para la ejecución del contrato pueda cumplirlos.

3.  En todo caso, en los pliegos de cláusulas administrativas deberán 
incorporarse las siguientes advertencias:

a)  La de que el contrato se halla sujeto al cumplimiento de las dis-
posiciones legales, reglamentarias y convencionales vigentes en materia 
laboral, de Seguridad Social y de seguridad y salud en el trabajo y, en 
particular, a las condiciones establecidas por el último convenio colectivo 
sectorial del ámbito más inferior existente en el sector en el que se encuadre 
la actividad de la empresa contratista.

b)  La de que la oferta económica deberá ser adecuada para que el 
adjudicatario haga frente al coste derivado de la aplicación del convenio 
sectorial que corresponda, sin que en ningún caso los precios/hora de 
los salarios contemplados puedan ser inferiores a los precios/hora del 
convenio más los costes de Seguridad Social.

c)  En el caso de la concesión de servicios, la de que la contratación se 
encuentra sometida, en su caso, a la subrogación de todos los trabajadores 
con una antigüedad mínima de tres meses que, a pesar de pertenecer a 
otra empresa, vengan realizando la actividad objeto del contrato, quedando 
el nuevo empresario subrogado en los derechos y obligaciones laborales y 
de Seguridad Social del anterior, incluyendo los compromisos de pensio-
nes, en los términos previstos en su normativa específica, y, en general, 
cuantas obligaciones en materia de protección social complementaria 
hubiere adquirido. Cuando se prevea la posibilidad de que la empresa 
adjudicataria contrate con terceros la realización parcial del contrato, se 
contemplará la obligación de esa segunda empresa de subrogar a todos 
los trabajadores y trabajadoras que con anterioridad venían desarrollando 
esa actividad, quedando el nuevo empresario subrogado en los derechos 
y obligaciones laborales y de Seguridad Social del anterior, incluyendo los 
compromisos de pensiones, en los términos previstos en su normativa 
específica y, en general, cuantas obligaciones en materia de protección 
social complementaria hubiere adquirido.

4.  En caso de incumplimiento de los requerimientos establecidos en 
los apartados 1 y 2, el órgano de contratación podrá optar por:

a)  Resolver el contrato por incumplimiento culpable del contratista 
con inhabilitación para licitar durante el plazo de dos años en cualquier 
procedimiento de licitación convocado al amparo de esta ley foral.

b)  Continuar la ejecución del contrato con la imposición de una 
penalidad equivalente al 20 por ciento del precio del contrato.

5.  En caso de incumplimiento por parte del contratista de las cláusulas 
sociales que se introduzcan en los pliegos de contratación con arreglo a 
lo estipulado en el apartado 3 de este artículo, el órgano de contratación 
podrá optar por:

a)  Resolver el contrato e inhabilitar al contratista para contratar con las 
entidades sometidas a la presente ley foral por un periodo de 5 años.

b)  Continuar con la ejecución del contrato por el mismo contratista con 
la imposición de una penalidad del 35 por ciento del precio del contrato.

En el supuesto de que opte por la resolución del contrato, la Admi-
nistración correspondiente podrá adjudicar lo que reste del contrato a la 
empresa que en la licitación quedó en segundo lugar, y, en caso de renuncia 
de esta, a quienes la siguieron en el orden de clasificación”.

Artículo 4.  Transparencia pública e institucional de las adjudica-
ciones.

Los pliegos de cláusulas administrativas de los procesos de licitación y 
contratación incluirán la aceptación voluntaria de quienes concurran a los 
mismos de dar transparencia institucional a todos los datos derivados de los 
procesos de licitación, adjudicación y ejecución hasta su finalización.

Disposición transitoria

Esta Ley Foral no será de aplicación a las contrataciones ya adjudi-
cadas ni a aquellas cuya tramitación se haya iniciado con anterioridad a 
su entrada en vigor.
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Disposición final

Esta ley foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Boletín Oficial de Navarra.

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley Orgá-
nica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, 
promulgo, en nombre de S.M. el Rey, esta Ley Foral, ordeno su inmediata 
publicación en el Boletín Oficial de Navarra y su remisión al “Boletín Oficial 
del Estado” y mando a los ciudadanos y a las autoridades que la cumplan 
y la hagan cumplir.

Pamplona, 22 de enero de 2015.–La Presidenta del Gobierno de 
Navarra, Yolanda Barcina Angulo.

F1501428

LEY FORAL 2/2015, de 22 de enero, de microcooperativas de trabajo 
asociado.

LA PRESIDENTA DEL GOBIERNO DE NAVARRA.
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguien-

te:
LEY FORAL DE MICROCOOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIA-

DO.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Plan Estratégico de Economía Social de Navarra 2013‑2015, enmar-
cado en el Plan Moderna, tiene como objetivo contribuir al incremento del 
empleo a través de la creación de nuevas empresas de economía social.

El objeto de esta ley foral es fomentar y favorecer la creación de 
micropymes bajo el modelo de sociedad cooperativa de trabajo asociado, 
como base para el crecimiento y desarrollo futuro del tejido empresarial 
cooperativo de Navarra, en su condición de modelo generador de empleo 
de calidad.

Este planteamiento responde a las orientaciones y políticas que 
se vienen impulsando desde la Unión Europea, que responden a dos 
necesidades complementarias. En primer lugar, impulsar la creación de 
pequeñas empresas y, en especial, micropymes de hasta diez personas 
trabajadoras, y para ello establecer fórmulas societarias sencillas y mejor 
adaptadas a la realidad de las empresas más pequeñas.

Por otro lado, la normativa no da generalmente un tratamiento dife-
renciado a las empresas en función de sus dimensiones, de modo que 
el cumplimiento de sus exigencias por parte de las más pequeñas es 
un obstáculo difícil de superar. En el caso de las micropymes, dada su 
naturaleza y circunstancias, los requerimientos de índole administrativa 
no solo no facilitan, sino que constituyen un obstáculo muy relevante para 
su propia creación.

En los últimos años, desde las instancias comunitarias y estatales se 
han ido adoptando modificaciones legislativas en el ámbito mercantil para 
la simplificación de las condiciones necesarias para la puesta en marcha de 
nuevas iniciativas empresariales, buscando aquellas que tengan especial 
incidencia en la creación de pequeñas y medianas empresas, que son 
fundamentales para la creación de empleo.

Artículo 1.  Concepto.
1.  La microcooperativa es aquella sociedad cooperativa de primer 

grado perteneciente a la clase de las de trabajo asociado cuyo régimen 
jurídico se regula en virtud de la presente ley foral como especialidad de 
la sociedad cooperativa.

2.  La constitución de una microcooperativa, la adaptación de los 
estatutos sociales de una sociedad cooperativa constituida conforme a 
la Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra, 
a lo dispuesto en esta ley foral o la transformación de una sociedad no 
cooperativa en una microcooperativa requerirá la expresa atribución por 
parte de los promotores o del órgano social correspondiente de la cualidad 
de microcooperativa.

3.  La microcooperativa estará integrada por un mínimo de dos y 
un máximo de diez socios trabajadores de duración indefinida, a jornada 
completa o a tiempo parcial.

4.  Las microcooperativas se regularán por lo dispuesto en esta ley 
foral y supletoriamente por la Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de 
Cooperativas de Navarra.

Artículo 2.  Constitución.
1.  La constitución, adaptación o transformación de otra entidad en 

microcooperativa requerirá escritura pública e inscripción en el Registro de 
Cooperativas de Navarra. En virtud de su inscripción, la microcooperativa 
de nueva constitución adquirirá personalidad jurídica.

2.  El departamento del Gobierno de Navarra competente en materia 
de cooperativas aprobará un modelo orientativo de estatutos sociales de 
microcooperativa, que se pondrá a disposición de las personas interesadas 
en la constitución de microcooperativas. Dicho modelo incorporará las 
distintas variantes por las que, en función de lo previsto en esta ley foral, 
pueda optarse para la configuración del órgano de gobierno, gestión y 
representación.

3.  La utilización del modelo orientativo de estatutos sociales sin 
introducir modificaciones en el mismo conllevará la exención del trámite 
de calificación previa de dichos estatutos. En tal supuesto, el plazo de 
calificación e inscripción de la escritura de constitución no deberá ser 
superior a las cuarenta y ocho horas.

4.  La denominación de estas entidades incluirá necesariamente la ex-
presión “Sociedad Microcooperativa” o su abreviatura “S. Microcoop.”.

Artículo 3.  Límites a la contratación de trabajadores por cuenta ajena 
y de socios trabajadores de duración determinada.

1.  Las microcooperativas, durante un plazo máximo de siete años 
desde la fecha de adquisición de su personalidad jurídica, podrán contar 
con un número de socios trabajadores de duración determinada que no 
sea superior al número de socios trabajadores de duración indefinida, 
sean a jornada completa o a tiempo parcial.

2.  Durante el mismo plazo de siete años, el número de trabajadores 
por cuenta ajena con contrato indefinido de la microcooperativa no podrá 
exceder de cinco, salvo que por necesidades objetivas de la empresa 
se vean obligados a superar esa cifra por un periodo que no exceda de 
tres meses. Para superar dicho plazo, deberá solicitarse autorización 
motivada y por un plazo temporal limitado al departamento del Gobierno 
de Navarra competente en materia cooperativa, que habrá de resolver en 
un plazo de treinta días y en caso de silencio administrativo se entenderá 
concedida la autorización.

3.  Transcurridos los siete años a los que se alude en los apartados 
precedentes, los límites a la contratación de trabajadores por cuenta ajena 
con contrato indefinido y de socios trabajadores de duración determinada 
de la microcooperativa serán los que se determinan en la Ley Foral 14/2006, 
de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra.

4.  En los supuestos contemplados en los apartados precedentes, 
una vez cumplido el séptimo año desde la fecha de adquisición de su 
personalidad jurídica, las microcooperativas deberán certificar ante el 
departamento del Gobierno de Navarra competente en materia cooperativa 
su adecuación conforme a las exigencias de la Ley Foral 14/2006, de 11 
de diciembre, de Cooperativas de Navarra, sobre esta materia.

Artículo 4.  Delimitación de las aportaciones de los socios.
En el caso de la microcooperativa integrada por dos socios, las apor-

taciones de cada socio serán del 50 por ciento.
Las aportaciones obligatorias iniciales que las microcooperativas 

pueden exigir a los trabajadores por cuenta ajena para incorporarse 
como socios trabajadores de duración indefinida o socios de duración 
determinada serán como máximo equivalentes, para cada una de estas 
clases de socios, al total de las aportaciones obligatorias efectuadas por el 
último socio trabajador incorporado a la entidad con las oportunas actua-
lizaciones. En todo caso, estas actualizaciones no podrán ser superiores 
a las que resulten de la aplicación de los índices de precios al consumo 
de Navarra publicados por el Instituto Nacional de Estadística desde que 
dichas aportaciones fueran realizadas.

Artículo 5.  Órganos sociales.
1.  Los órganos sociales de la microcooperativa son la asamblea 

general de la cooperativa y el órgano de gobierno, gestión y representación, 
sea unipersonal mediante administrador único, sea pluripersonal mediante 
administradores solidarios o mancomunados, sea colegiado mediante 
consejo rector.

2.  La regulación de la asamblea general, en lo no previsto por esta 
ley foral, es la establecida en la Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, 
de Cooperativas de Navarra.

3.  El órgano de gobierno, gestión y representación estará siempre 
formado por socios trabajadores de la microcooperativa y se regulará por 
las disposiciones establecidas en esta ley foral y en la Ley Foral 14/2006, 
de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra.

4.  El órgano de gobierno, gestión y representación de las micro-
cooperativas, cuando se opte por la modalidad de consejo rector, estará 
integrado como mínimo por dos personas, en cuyo caso tendrán los cargos 
de presidente y secretario, respectivamente.

5.  El plazo de duración de los cargos será de cinco años y, trans-
currido dicho periodo, deberá procederse a la reelección o a un nuevo 
nombramiento.

6.  Los acuerdos del consejo rector se adoptarán por mayoría sim-
ple de los votos válidamente emitidos, no computándose como tales las 
abstenciones de los consejeros asistentes a la sesión. El voto de quien 
ocupe la presidencia dirimirá los empates.

7.  En el supuesto contemplado en el apartado cuarto de este ar-
tículo, el secretario podrá convocar la asamblea general si el presiden-
te no la hubiese convocado en el plazo de veinte días desde la recepción 
de la solicitud presentada por personas socias que representen al 
menos el 20 por ciento del total de votos, todo ello sin perjuicio de la 
acción de responsabilidad que se podrá ejercitar contra la presiden-
cia.

8.  Cuando todos los socios de la microcooperativa formen parte 
del órgano de gobierno, gestión y representación, no se precisará el 
nombramiento de interventor.


